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I) NOVEDADES NORMATIVAS

1. Estado

Se presentan las novedades normativas publicadas en los BOEs desde fecha 22 de diciembre de 2008 hasta 24 de marzo de 2009.

Ley 2/2008, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2009 (BOE núm. 309, de 24 de diciembre)

En la Ley de Presupuestos Generales del Estado para 2009 hallamos varias disposiciones de interés para la hacienda local.

En primer lugar, en el Título VI de esta Ley (Normas tributarias) el artículo 72 se dedica al Impuesto sobre Bienes Inmuebles, reproduciendo un precepto ya clásico en la las sucesivas leyes de presupuestos. El texto es el siguiente: 

“Artículo 72. Impuesto sobre Bienes Inmuebles

Uno. Con efectos de 1 de enero del año 2009, se actualizarán todos los valores catastrales de los bienes inmuebles mediante la aplicación del coeficiente 1,02. Este coeficiente se aplicará en los siguientes términos:

a) Cuando se trate de bienes inmuebles valorados conforme a los datos obrantes en el Catastro Inmobiliario, se aplicará sobre el valor asignado a dichos bienes para 2008.

b) Cuando se trate de valores catastrales notificados en el ejercicio 2008, obtenidos de la aplicación de Ponencias de valores parciales aprobadas en el mencionado ejercicio, se aplicará sobre dichos valores.

c) Cuando se trate de bienes inmuebles que hubieran sufrido alteraciones de sus características conforme a los datos obrantes en el Catastro Inmobiliario, sin que dichas variaciones hubieran tenido efectividad, el mencionado coeficiente se aplicará sobre el valor asignado a tales inmuebles, en virtud de las nuevas circunstancias, por la Dirección General del Catastro, con aplicación de los módulos que hubieran servido de base para la fijación de los valores catastrales del resto de los bienes inmuebles del municipio.

d) En el caso de inmuebles rústicos que se valoren, con efectos 2009, conforme a lo dispuesto en el apartado 1 de la disposición transitoria primera del Texto Refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario, el coeficiente únicamente se aplicará sobre el valor catastral vigente en el ejercicio 2008 para el suelo del inmueble no ocupado por las construcciones.

Dos. Quedan excluidos de la actualización regulada en este artículo los valores catastrales obtenidos de la aplicación de las Ponencias de valores totales aprobadas entre el 1 de enero de 1999 y el 30 de junio de 2002, así como los valores resultantes de las Ponencias de valores parciales aprobadas desde la primera de las fechas indicadas en los municipios en que haya sido de aplicación el artículo segundo de la Ley 53/1997, de 27 de noviembre , por la que se modifica parcialmente la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, Reguladora de las Haciendas Locales, y se establece una reducción en la base imponible del Impuesto sobre Bienes Inmuebles.

Tres. El incremento de los valores catastrales de los bienes inmuebles rústicos previsto en este artículo no tendrá efectos respecto al límite de base imponible de las explotaciones agrarias que condiciona la inclusión en el Régimen Especial Agrario de la Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta Propia, que seguirá rigiéndose por su legislación específica.”

En segundo lugar, el Título VII de la Ley,  que lleva por rúbrica De los entes territoriales, dedica su capítulo I a la financiación de las entidades locales. Aparecen las siguientes secciones, que son bien indicativas de unos contenidos que, por otra parte, han sido explicados con detalle en sesiones anteriores de los Seminarios. Las secciones son las siguientes: 

Sección 1, Liquidación definitiva de la participación en tributos del Estado correspondiente al año 2007

Sección 2, Cesión a favor de los municipios de la recaudación de impuestos estatales en el año 2009

Sección 3, Participación de los municipios en los tributos del Estado

Sección 4, Cesión a favor de las Provincias (y otras entidades) de la recaudación de impuestos estatales

Sección 5, Participación de las Provincias (y otras entidades) en los tributos del Estado

Sección 6, Regímenes especiales (apartado de ningún interés para las entidades locales aragonesas)

Sección 7, Compensaciones, subvenciones y ayudas

Sección 8, Normas instrumentales en relación con las disposiciones incluidas en este capítulo.

Finalmente, y en tercer lugar, en las disposiciones adicionales, transitorias, derogatorias y finales de la Ley de Presupuestos se encuentran algunas medidas de relevancia para la hacienda local. Cabe destacar lo siguiente:

· DA 27.ª Se fija el interés legal del dinero para 2009 en el 5,5%. Y el de demora tributario, en el 7%.

· DA 66.ª Bajo la rúbrica “Reforma del sistema de financiación local”, se introduce el siguiente texto, “El Gobierno continuará con los trabajos y las negociaciones en curso con la FEMP para la reforma del sistema de financiación local, que deberán desarrollarse junto a los correspondientes a la financiación autonómica, con el objetivo de conseguir un acuerdo que permita que el conjunto de dicho sistema garantice a las Entidades Locales la suficiencia financiera en el ejercicio de sus competencias y en la prestación de los servicios públicos.”
· DF 12.ª Se modifica la DT 12.ª del TRLHL, dándole la siguiente redacción: “Disposición transitoria duodécima. Determinación de la base liquidable del Impuesto sobre Bienes Inmuebles. Hasta el 31 de diciembre de 2010 la determinación de la base liquidable del Impuesto sobre Bienes Inmuebles, atribuida a los ayuntamientos en el apartado 3 del artículo 77 de esta Ley, se realizará por la Dirección General del Catastro, salvo que el ayuntamiento comunique a dicho centro directivo que la indicada competencia será ejercida por él. Esta comunicación deberá realizarse antes de que finalice el mes de febrero del año en el que asuma el ejercicio de la mencionada competencia.”
Ley 4/2008, de 23 de diciembre (BOE núm. 309, de 24 de diciembre)

En el IAE se establece para el año 2008 una bonificación del 50 por 100 en las cuotas del sector del transporte por carretera. Es el artículo 4.º de la Ley 4/2008, que tiene esta redacción: 

“1. Se aplicará una bonificación del 50 por 100 en las cuotas del Impuesto sobre Actividades Económicas correspondiente al año 2008 para las actividades clasificadas en los grupos 721 y 722 de la sección primera de las Tarifas aprobadas por el Real Decreto Legislativo 1175/1990, de 28 de septiembre, por el que se aprueban las Tarifas y la Instrucción del Impuesto sobre Actividades Económicas.

La bonificación se aplicará a la cuota resultante de aplicar, en su caso, las bonificaciones a que se refiere el artículo 88 del Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo.

2. La disminución de ingresos que lo dispuesto en el apartado anterior produzca en los ayuntamientos y diputaciones provinciales será compensada con cargo a los Presupuestos Generales del Estado, de conformidad con lo establecido en el artículo 9 del Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales.

Las compensaciones correspondientes a la bonificación en las cuotas municipales del Impuesto sobre Actividades Económicas y al recargo provincial aplicables sobre las mismas se reconocerán previa solicitud de cada ayuntamiento o diputación afectados, junto con la documentación que, en su caso, se requiera por el Ministerio de Economía y Hacienda.

Las compensaciones por la bonificación en las cuotas provinciales y nacionales se reconocerán de oficio por el Ministerio de Economía y Hacienda, con arreglo a la información que facilite la Agencia Estatal de Administración Tributaria, y se ajustarán temporalmente a los procesos de distribución de aquéllas, asignándose en proporción a las cuotas a las que correspondan.

3. A la entrada en vigor de esta Ley, las cuotas correspondientes a 2008 liquidadas sin la bonificación prevista en este artículo se entenderán automáticamente reducidas con efectos desde el momento de su liquidación en un 50 por 100, sin necesidad de acto expreso alguno que así lo declare, y sin que, con tal motivo, se altere ni la validez y eficacia ni la situación de exigibilidad de las liquidaciones por la parte no reducida.

Si como consecuencia de la citada reducción procediese efectuar alguna devolución de ingresos, la misma se acordará sin más trámite y se ejecutará de forma inmediata.”

En el IVA (artículo 5.º de la Ley 4/2008, apdos 9 y 10), entre otras disposiciones, se modifica el sistema de devoluciones con el establecimiento opcional de la solicitud de devolución mensual, que lleva aparejada la liquidación mensual, aunque el resultado sea a ingresar. Puede optar a ello cualquier contribuyente.

Real Decreto 2126/2008, de 26 de diciembre, por el que se modifican el Reglamento del IVA, así como el Reglamento General de (…) aplicación de los tributos (BOE núm. 312, de 27 de diciembre)

Se introducen las determinaciones reglamentarias que permiten aplicar el nuevo sistema de devolución mensual. Las declaraciones deben presentarse por vía telemática, mediante el modelo 303, que sustituye, entre otros, al modelo 300. Se establece para los sujetos registrados en esta modalidad la obligación de suministrar de forma periódica una declaración informativa con el contenido de los libros registro llevados a efectos del IVA (modelo 340).

Asimismo, se introducen ciertos cambios en el Reglamento General de Aplicación de los Tributos que afectan a determinado tipo de declaraciones informativas, para evitar las disfunciones que podrían haberse causado.

Ordenes EHA/3744 y 3745/2008, de 11 de diciembre, de delegación de la gestión censal e inspección en el Impuesto sobre Actividades Económicas (BOE núm. 308, de 23)

Se trata de diversos acuerdos sobre delegación, denegación de la misma o renuncia a la misma en el ámbito de la gestión censal e inspección del IAE. Respecto de Aragón interesa la delegación de la inspección del impuesto al Ayuntamiento de Alhama de Aragón. 

Orden EHA/3786 y 3787/2008, de 29 de diciembre, de aprobación de modelos en el IVA (BOE núm. 314, de 30)

Mediante la primera se aprueba el modelo 303 de autoliquidación, entre otros. Mediante la segunda, el 340.

2. Comunidades Autónomas 

En este apartado ofrecemos información correspondiente a las disposiciones legales y reglamentarias aprobadas por la Comunidad Autónoma de Aragón y  publicadas en el BOA entre los días 22 de diciembre de 2008 hasta 24 de marzo de 2009, así como las de rango legal aprobadas por otras Comunidades Autónomas y  publicadas en el BOE entre dichas fechas. Tratándose de la Ley de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma, o de alguna otra disposición muy particular, en orden a tratarlas todas de vez, si no ha sido publicada en el BOE a la fecha de 24 de marzo se ha buscado su publicación en el diario oficial de la correspondiente Comunidad Autónoma. Por razones evidentes, muchas de las medidas contenidas en las disposiciones que se comentan cubren auxilios financieros desde la Administración autonómica a la local. Pero, nótese, nos referimos a preceptos normativos incorporados generalmente a las Leyes de Presupuestos. Por lo tanto, ni ofrecemos siempre cifras (no se valoran las partidas presupuestarias), ni las ausencias que se puedan observar son definitorias de la actitud de la Comunidad Autónoma, dado que la pluralidad de soluciones ofrecidas bien puede determinar que la participación local en los ingresos autonómicos no precise de preceptos repetitivos.

B) Cataluña

Ley 15/2008, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales para 2009 (BOE núm. 22, de 26 de enero) 

El Título VI de esta Ley trata de la Participación de los entes locales en los ingresos del Estado y de la Generalidad. Lo más relevante sin duda se refiere a la participación en los ingresos autonómicos. El artículo 46 marca el importe global (151.818.150,56 euros) y el reparto en tres programas: 

- «Fondo de cooperación local de Cataluña-Ayuntamientos» (114.236.105,32 euros)

- «Fondo de cooperación local de Cataluña-Consejos Comarcales» (37.234.263,02 euros)

- «Fondo de cooperación local de Cataluña-Entidades municipales descentralizadas» (347.782,22 euros).

Los artículos 48 a 50 se refieren, de manera singularizada a cada uno de los programas. 

En primer lugar, en cuanto al Fondo de cooperación local de Cataluña, ayuntamientos, se distingue la que llama participación de libre disposición (con un importe de 105.736.105,32 euros) y la participación para el fomento de la prestación supramunicipal de servicios (con un importe de 8.500.000,00 euros). Esta última partida tiene como finalidad sufragar los gastos derivados de las actividades o las inversiones supramunicipales, y los ayuntamientos pueden destinarla, totalmente o en parte, a una o varias entidades supramunicipales en las que participen. Reproduzco los criterios de distribución de la participación de libre disposición, a saber: 

“( …) 

a) Al municipio de Barcelona, 5.000.000,00 de euros.

b) Al resto de municipios de Cataluña, 100.736.105,32 euros, que deben distribuirse de acuerdo con los siguientes criterios:

Primero. Atendiendo a la población como indicador de gasto, una cantidad para cada municipio, calculada de acuerdo con la siguiente fórmula:

P = 29.335 + (H1 × 30,59) + (H2 × 13,79) + (H3 × 10,43) + (H4 × 6,35) + (H5 × 4,44)

En la cual:

P = participación del municipio

H1 = número de habitantes entre 1 y 1.000

H2 = número de habitantes entre 1.001 y 5.000

H3 = número de habitantes entre 5.001 y 20.000

H4 = número de habitantes entre 20.001 y 50.000

H5 = número de habitantes por el encima de 50.000

Segundo. Atendiendo al mayor gasto asociado a la plurinuclearidad, 5.760.000,00 euros distribuidos entre los municipios de menos de 50.000 habitantes con núcleos de población diferenciados fuera de la entidad capital de municipio, y del siguiente modo: en proporción al número de núcleos de población habitados, salvo los existentes en la entidad capital de municipio, 2.880.000,00 euros, y en proporción a la población en núcleos fuera de la entidad capital de municipio, con un máximo de 1.000 habitantes por núcleo, 2.880.000,00 euros.

Tercero. Atendiendo el mayor gasto asociado a la capitalidad comarcal, una cantidad fija de 1.457.924,06 euros, de los cuales 8.747,54 euros son para cada capital y 1.108.022,46 euros se distribuyen en proporción a la población comarcal fuera de la capital. Terrassa y Sabadell se distribuyen las correspondientes cantidades en función de su población.

Cuarto. Atendiendo al gasto por la gestión del territorio, 2.092.618,33 euros repartidos proporcionalmente a la superficie de cada municipio”.

Los datos de la población y la estructura de núcleos son los correspondientes al padrón de habitantes del año 2007.

La dotación de la participación para la prestación supramunicipal de servicios debe distribuirse entre los municipios proporcionalmente a las cantidades de libre disposición que resulten también de aplicar los criterios que acabo de reseñar.

El precepto termina con disposiciones sobre la gestión de las transferencias.

En segundo lugar, veamos lo que se refiere a las transferencias a los consejos comarcales (artículo 49). Cerrada la participación específica del Valle de Arán (un 1,86% de la partida presupuestaria),  el 98,14% restante se distribuye entre el resto de las comarcas, de acuerdo con los criterios que transcribo:

“a) Atendiendo al número de habitantes de la comarca:

Primero. En función de la población, agrupada por intervalos, 753.800,00 euros para las comarcas con población superior a 75.000 habitantes o una densidad de población superior a 100 habitantes/km2 y 660.775,00 euros en los demás casos.

Segundo. En función de la población comarcal, 2.932.903,23 euros.

Tercero. En función de la población comarcal ponderada por la inversa de la renta comarcal, 2.932.903,23 euros.

b) Atendiendo el principio de solidaridad interterritorial, 1.584.563,42 euros distribuidos en proporción directa a la superficie de cada comarca y 706.810,85 euros distribuidos en función del número de municipios de cada comarca, y ponderando con el factor 2 los municipios que tienen hasta 500 habitantes, con el factor 1,5 los que tienen entre 501 y 2.000 habitantes y con el factor 1, el resto.”

Y, en tercer lugar, la transferencia a entidades municipales descentralizadas. La partida se desglosa en dos partes. Una cantidad fija, de acuerdo con los siguientes tramos de población de la entidad:

	Población de la entidad
	Euros

	100 habitantes o menos
	3.278,18

	entre 101 y 500 habitantes
	5.463,64

	entre 501 y 1.000 habitantes
	8.741,82 

	más de 1.000 habitantes
	13.112,72


La cantidad restante se distribuye en proporción al número de habitantes de cada entidad municipal descentralizada.

La Ley contempla la posibilidad de atribuir fondos a los ayuntamientos para abonar las retribuciones de algunos cargos electos locales (artículo 51); establece normas generales de gestión (artículo 52) y establece la prórroga del sistema de financiación de un municipio (Badia del Vallès) que se había segregado de otro (disposición final 3.ª).

C) Galicia

Ley 16/2008, de 23 diciembre. de Presupuestos Generales para 2009 (BOE núm. 64, de 16 de marzo) 

Uno de los Títulos de esta Ley se dedica específicamente a las Corporaciones locales, en particular a la financiación y cooperación económica (de la Comunidad Autónoma) con las mismas. Se trata de los artículos 53 a 56. Aborda tanto de la participación de las corporaciones locales en los tributos del Estado como de la aportación de la Xunta de Galicia, con recursos propios, a la financiación de las entidades locales, que se hace efectiva a través del llamado Fondo de Cooperación Local. El montante total de los créditos que se asignan a las corporaciones locales en estos presupuestos, derivados de su participación en los tributos del Estado, del Fondo de Cooperación Local y de la suscripción de convenios y la concesión de subvenciones, asciende a 1.275.440.704 euros.

En el artículo 55 de la Ley que se comenta se fija el porcentaje de participación del Fondo de Cooperación Local en la recaudación líquida de los capítulos fiscales (I, II y III) del presupuesto de ingresos de la Comunidad Autónoma, que queda establecido en el 2,7113961% para el ejercicio de 2009. Ese porcentaje se desagrega de la forma siguiente que paso a reproducir

“-Un 1,8945459% corresponde a un fondo principal que será objeto de distribución entre todos los municipios de Galicia.

-Un 0,3599439% corresponde al fondo adicional establecido en la disposición adicional sexta de la Ley 13/2004, de 29 de diciembre, para su distribución entre los ayuntamientos con población inferior a 15.000 habitantes.

-Un 0,4569063% se asigna al fondo complementario establecido en los artículos 49.Dos de la Ley 7/2005, de 29 de diciembre, 47.Tres de la Ley 14/2006, de 28 de diciembre, y 52.Tres de la Ley 16/2007, de 26 de diciembre.”

Se refleja que, adicionalmente, como consecuencia del acuerdo suscrito entre la Xunta de Galicia y la Federación Gallega de Municipios y Provincias, para el Pacto local, el fondo complementario se incrementará en 6.000.000 de euros para el año 2009. Y que, además, en el año 2009 se incluirán 3.000.000 de euros en concepto de compensación extraordinaria del año 2005. 

Los criterios de distribución siguen siendo los establecidos en normas anteriores a las que se remite la Ley de Presupuestos.

Finalmente, aparecen algunas normas de gestión. 

El artículo 56 de la Ley de Presupuestos trata de las transferencias derivadas de convenios o subvenciones. recogidas en los diferentes programas de gasto, y se informa que ascienden a 309.856.609 euros.

D) Andalucía

Ley 3/2008, de 23 diciembre, de Presupuestos Generales para 2009 (BOE núm. 18, de 21 de enero)

La Disposición Final Séptima de esta Ley previene una autorización a favor del Consejo de Gobierno para efectuar en las secciones de gastos de la Junta de Andalucía y de sus agencias administrativas u organismos autónomos las adaptaciones que procedan en el Presupuesto, para desarrollar la participación de las Entidades Locales en los tributos de la Comunidad Autónoma que se regule por ley, a través de un fondo de nivelación de carácter incondicionado, de conformidad con lo establecido en el artículo 192.1 del Estatuto de Autonomía para Andalucía.

En tanto en cuanto no se ponga en funcionamiento, lo que sí figura en el articulado de la Ley de presupuestos es un Título (VI), que lleva por rúbrica “Del traspaso y delegación de competencias, funciones y servicios entre la Comunidad Autónoma de Andalucía y las Entidades Locales de su territorio”. Se regula de manera diferenciada la atribución y delegación de competencias a las Entidades Locales (artículo 41) y la asunción de nuevas competencias (artículo 42). Asimismo se prevén algunas reglas de gestión.

E) Asturias

Ley 5/2008, de 30 diciembre. de Presupuestos Generales para 2009 (BOE núm. 68, de 20 de marzo) 

La Disposición adicional tercera de esta Ley (Pacto Local) prevé que en el marco de dicho Pacto y para articular su desarrollo, se autoriza al Consejo de Gobierno, a propuesta de la Consejería de Economía y Hacienda, a realizar en el presupuesto del Principado de Asturias las adaptaciones que sean necesarias para transferir a favor de las entidades locales las partidas y cuantías que correspondan, en los procesos de traspaso y delegación de competencias, siempre que las mismas queden expresamente determinadas en las correspondientes disposiciones o acuerdos.

Asimismo se señala que la Administración del Principado de Asturias podrá suscribir convenios con las entidades locales para la prestación de servicios que hayan sido acordados en el marco del Pacto Local. Cuando las características de la prestación de servicios así lo exigieran, dichos convenios podrán extenderse a varios ejercicios, pudiendo adquirirse compromisos de gasto que tendrán la consideración de gasto plurianual a efectos presupuestarios.

Ley 6/2008, de 30 diciembre, de medidas presupuestarias, administrativas y tributarias de acompañamiento a los Presupuestos Generales para 2009 (BOE núm. 68, de 20 de marzo)

Por su parte, la Disposición Adicional Primera de la Ley 6/2008 crea un Fondo de Cooperación Municipal de carácter incondicionado con el que se pretende dar respuesta a las demandas de las entidades locales de contar con una mayor financiación destinada a la mejora de las dotaciones de infraestructuras básicas, espacios públicos y demás inversiones de uso público que en ejercicio de su autonomía determinen. Se le da el nombre de Fondo de Cooperación Municipal.

Prevé la ley que podrán ser beneficiarios del Fondo los concejos asturianos con una población igual o inferior a 40.000 habitantes, de acuerdo con las cifras oficiales provenientes de la revisión anual del Padrón Municipal del Instituto Nacional de Estadística. Asimismo, que reglamentariamente se establecería el régimen de gestión y funcionamiento del Fondo y los criterios en virtud de los cuales los concejos participarán en el mismo, debiendo tenerse en cuenta, en todo caso, las características demográficas y geográficas, con especial atención a los de menor población así como las garantías precisas para asegurar la aplicación de las cantidades asignadas al Fondo a las finalidades propias del Fondo, con respeto a la autonomía municipal en la concreta utilización de los mismos.

Claro que para que pueda ponerse en funcionamiento para el ejercicio 2009, la propia Ley prevé la siguiente forma de reparto (exclusivamente para este ejercicio):

“A. En concepto de cuota fija, 50.000 euros.

B. En concepto de cuota variable, la cantidad que resulte de la aplicación de los siguientes parámetros:

a) Población: La cantidad máxima serán 60.000 euros distribuidos de la siguiente forma:

Hasta 2.500 habitantes: 15 euros por habitante.

A partir de 2.500 habitantes: 5 euros por habitante.

b) Índice de envejecimiento. Se distribuirán 400.000 euros de forma directamente proporcional a los índices de envejecimiento de la población obtenidos a partir de datos oficiales publicados por el Instituto Nacional de Estadística.

c) Superficie. Se distribuirán 250.000 euros de forma directamente proporcional a la superficie de cada concejo, expresada en kilómetros cuadrados.

d) Orografía. Se distribuirán 250.000 euros de forma directamente proporcional al porcentaje de kilómetros cuadrados de cada concejo de pendiente superior al 20 por ciento.

e) Núcleos de población. La cantidad restante se distribuirá de forma directamente proporcional al número de núcleos de población con un mínimo de 5 habitantes con que cuente cada concejo, según el Nomenclátor anual elaborado por el Instituto Nacional de Estadística.”

F) Cantabria

Ley 8/2008, de 26 diciembre, de Presupuestos Generales para 2009 (BOE núm. 21, de 24 de enero)

La Disp. Adic. 12.ª de esta Ley se refiere al Estatuto de capitalidad de la ciudad de Santander y advierte que una vez aprobado por Ley el Estatuto de Capitalidad para esta ciudad, se autoriza al Consejo de Gobierno proceder a la creación y dotación presupuestaria del concepto que se considere adecuado para financiar las actuaciones previstas en el mismo.

G) La Rioja

Ley 4/2008, de 23 diciembre, de Presupuestos Generales para 2009 (BOE núm. 22, de 26 de enero)

Los artículos 32 a 37 de esta Ley contienen el capítulo relativo al llamado Fondo de Cooperación Local de La Rioja, regulado en detalle en una Ley de 2003 y definido como instrumento general de cooperación económica de la Comunidad Autónoma de La Rioja con las entidades locales de su territorio para la financiación de las obras y servicios municipales, contribuyendo al principio de suficiencia financiera de las mismas.

Se prevé una cuantía total del Fondo para 2009 de 22.039.127,00 euros y se estructura en las siguientes líneas de actuación: 

-
sección de capitalidad; 

-
sección de cabeceras de comarca; 

-
sección de municipios con población superior a 2.000 habitantes; 

-
sección de pequeños municipios; y

-
sección de otras líneas finalistas.

Los artículos 33 a 37 tratan de manera individualizada de estas cinco “secciones”. Veamos algún detalle de las cuatro primeras.

Primero, la Sección de capitalidad. Está dotada con un importe de 3.065.165,00 euros, y tiene como destinatario al ayuntamiento de Logroño, en su condición de capital de la Comunidad Autónoma.

Segundo, la Sección de cabeceras de comarca. Está dotada con un importe total de 2.887.352,00 euros, y tiene como destinatarios a los municipios considerados cabeceras de comarca, a excepción del de Logroño, atendiendo a la concentración de servicios de interés para los municipios de su entorno respectivo. A cada uno de los beneficiarios se le atribuye una cuota fija (determinada en una tabla anexa) y una cuota variable. La cuota variable, correspondiente a la cuantía resultante de minorar en el importe total de la presente sección la cantidad asignada a la totalidad de las cuotas fijas, se reparte de forma proporcional al indicador de población de cada uno de los beneficiarios. Para determinar este indicador se tendrán en cuenta los datos de población suministrados por el Instituto Nacional de Estadística correspondientes a 1 de enero del ejercicio anterior al de distribución de la línea de actuación.

Tercero, la Sección de municipios con población superior a 2.000 habitantes. Está dotada con un importe total de 1.694.002,00 euros, y tiene como destinatarios, atendiendo a sus circunstancias específicas de población, a los municipios con una población superior a 2.000 habitantes no incluidos en la sección de cabeceras de comarca ni en la sección de capitalidad. A cada uno de los beneficiarios se le atribuye una cuota fija (15.000 euros) y una cuota variable. La cuota variable corresponde a la cuantía resultante de minorar al importe total de la presente sección la cantidad asignada a la totalidad de las cuotas fijas, y se reparte también de forma proporcional en función de la población. 

Y, finalmente, cuarto, la Sección de pequeños municipios, con fundamento, como dice la Ley “en atención a la dificultad que supone la prestación de servicios en igualdad de condiciones con los municipios de mayor población”. Está dotada con 451.607,00 euros. La financiación procedente de esta sección tiene carácter finalista, sujetándose la gestión y justificación de esta financiación derivada a lo que dispongan las bases reguladoras que se establezcan al efecto.

H) Murcia

Ley 8/2008, de 26 de diciembre, de Presupuestos Generales para 2009 (BO. Región de Murcia núm. 301-Suplemento 8, de 30 de diciembre de 2008)

En el Título IV de la Ley Murciana (De la gestión presupuestaria), el capítulo II trata de la Cooperación con las Entidades Locales.

El artículo 44 se refiere a los Pagos con cargo al Plan de Cooperación Local y prevé normas de gestión.

El artículo 45 trata de los remanentes en Planes de Cooperación Local, previendo que la consejería de Presidencia y Administraciones Públicas fije, de entre las que figuren en los correspondientes Planes Complementarios aprobados por el Consejo de Gobierno, aquellas obras que considere oportuno para ser financiadas con cargo a los remanentes producidos en la tramitación de los Planes de Cooperación Local.

Finalmente, la Disp. Adic. Decimoquinta articula la colaboración entre la Comunidad Autónoma y el Ayuntamiento de Murcia para la mejora y construcción de determinadas infraestructuras, previendo las fórmulas de financiación.

I) Valencia

Decreto-ley 1/2009, de 20 de febrero, por el que se constituyen y dotan tres planes especiales de apoyo destinados al impulso de los sectores productivos, el empleo y la inversión productiva en municipios, y aprueba créditos extraordinarios para atender a su financiación (DOGV núm. 5961)

Mediante este instrumento normativo la Comunidad Valenciana dota varios planes especiales de apoyo en el marco de las políticas que se están siguiendo para paliar los efectos de la crisis económica, uno de los cuales (el plan especial de apoyo a la inversión productiva en municipios), tiene como destinatarios a los Ayuntamientos, siguiendo las pautas del plan estatal. Está dotado hasta con 1.020 millones de euros y su vigencia se extiende hasta 2011. Se prevén las obras financiables, el sujeto responsable, el importe financiable, la gestión, etc.

J) Aragón

Ley 10/2008, de 29 de diciembre, de Presupuestos de la Comunidad Autónoma de Aragón para el ejercicio 2009 (BOA núm. 222, de 31 de diciembre). 

En nuestra Ley de Presupuestos aparecen diversas disposiciones de interés para la hacienda local.

El Título Sexto regula las transferencias a entidades locales y las actuaciones de política territorial. El artículo 32 establece las normas de gestión del Fondo Local de Aragón. El artículo 33 dispone los Programas de Apoyo a la Administración Local y de Política Territorial. 

El texto del artículo 32 es el siguiente:

“1. Constituye el «Fondo Local de Aragón» el conjunto de transferencias destinadas a las Entidades Locales de Aragón que se incluyen en los presupuestos de la Comunidad Autónoma como apoyo al desarrollo y gestión de las distintas actividades de la competencia de aquéllas, según se recoge en el cuadro anexo correspondiente. Dicho Fondo se compone de los programas específicos de transferencias a Entidades Locales, así como de la parte destinada a éstas en programas sectoriales.

2. El Gobierno de Aragón, a propuesta de la Comisión de Subvenciones y Ayudas, podrá determinar las líneas de subvención del Fondo Local de Aragón dirigidas a financiar la colaboración en el mantenimiento de actuaciones y servicios de competencia compartida entre la Comunidad Autónoma de Aragón y las Entidades Locales. Dichas subvenciones no estarán sujetas al cumplimiento de los requisitos recogidos en el Decreto 221/1999, de 30 de noviembre, del Gobierno de Aragón. Asimismo, podrán ordenarse anticipos de pago con el límite del setenta y cinco por ciento del importe concedido.

3. El Gobierno de Aragón informará trimestralmente a la Comisión de Economía y Presupuestos de las Cortes de Aragón sobre el grado de ejecución y destino específico de los créditos incluidos en el Fondo Local de Aragón, indicando destinatario, importe, actividad concreta que se apoya y operación que se financia.”

Por su parte, este es el texto del artículo 33:

“1. En el Programa de Política Territorial, en cuanto instrumento multisectorial de ordenación del territorio, se incluyen dotaciones que tienen como objetivo prioritario la vertebración territorial y social de la Comunidad Autónoma de Aragón. Las dotaciones presupuestarias destinadas a este fin podrán ejecutarse bien mediante actuaciones de la Administración de la Comunidad Autónoma, directas o en colaboración con otros entes, o bien mediante medidas de fomento a través de entidades públicas o privadas, cuya gestión pueda considerarse más adecuada para conseguir los objetivos del Programa.

2. El Consejero de Economía, Hacienda y Empleo podrá autorizar, dentro de cada uno de los Programas de Apoyo a la Administración Local y de Política Territorial, las transferencias necesarias entre los créditos de operaciones de capital, con el fin de adecuarlos a la forma en que vaya a ser instrumentada su gestión.”

En el Anexo I se comprenden los créditos que constituyen el Fondo Local de Aragón, a que se refieren los referidos artículos 32 y 33.

La Disposición adicional 15.ª regula las transferencias corrientes a las corporaciones locales para la gestión de los servicios locales de base, disponiéndose que sus importes serán abonados por el Instituto Aragonés de Servicios Sociales a las Corporaciones Locales por trimestres anticipados, por cuartas partes, cada ejercicio económico. Se advierte que si a fecha de 30 de enero de cada año natural no se hubiese renovado el convenio con las Corporaciones Locales para la gestión de los Servicios Sociales de Base, las cantidades trimestrales tendrán la consideración de anticipos a cuenta y se abonarán sobre el montante total del ejercicio anterior.

La Disposición adicional 18.ª regula la gestión de la sección 26, A las Administraciones Comarcales. Dispone que la gestión de los créditos consignados en la misma corresponderá conjuntamente a los Consejeros de Política Territorial, Justicia e Interior y de Economía, Hacienda y Empleo. Señala que, con carácter general, los gastos con cargo a los créditos de la Sección se realizarán mediante transferencias incondicionadas y de abono anticipado a las comarcas y advierte que los incrementos en las dotaciones de la Sección 26 conllevarán necesariamente una disminución por igual importe en otras secciones presupuestarias. En este sentido, las transferencias de crédito realizadas desde cualquier programa de gasto a las aplicaciones presupuestarias incluidas en esta Sección, o entre partidas de esta última, no estarán sujetas a las limitaciones del Texto Refundido de la Ley de Hacienda de la Comunidad Autónoma. Dichas transferencias serán autorizadas conjuntamente por los Consejeros de Política Territorial, Justicia e Interior y de Economía, Hacienda y Empleo.

Finalmente, la Disposición adicional 20.ª de la Ley de Presupuestos fija la tarifa del canon de saneamiento para 2009.

K) Castilla-La Mancha

Ley 10/2008, de 19 diciembre. de Presupuestos Generales para 2009 (DO. Castilla-La Mancha núm. 269, de 31 de diciembre de 2008)

La Disposición adicional novena de esta Ley articula la cooperación económica de la Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha a las inversiones de las entidades locales. Se prevén las formas que tendrán que tener los convenios que se suscriban con las entidades beneficiarias, así como la distribución competencial de las diversas actuaciones.

L) Canarias

En cuanto a las normas dictadas por esta Comunidad Autónoma, adviértase que se evitarán las referencias a las instituciones que no tienen correspondencia en Aragón, tanto por razones de su contenido (régimen económico y fiscal especial), como por su geografía (financiación de los cabildos insulares).

Ley 5/2008, de 23 diciembre. de Presupuestos Generales para 2009 (BOE núm. 39, de 14 de febrero) 

La disposición adicional Duodécima formaliza la actualización de los recursos asignados al Fondo Canario de Financiación Municipal. Se señala que 

“De conformidad con el artículo 1.2 de la Ley 3/1999, de 4 de febrero, del Fondo Canario de Financiación Municipal, se aplicará al importe del Fondo el índice que experimente mayor crecimiento de los expresados en el citado precepto, una vez que estos, de conformidad con su normativa específica, sean definitivos. Los pagos que hasta dicho momento se materialicen tendrán la consideración de entregas a cuenta, debiendo procederse a su regularización, una vez sea definitivo el índice que se trate.

La cuantía resultante de la regularización prevista en el párrafo anterior se realizará conforme a los criterios del ejercicio de procedencia, y su destino estará en función de los del ejercicio en que se regularice.”

La disposición adicional vigésima determina una autorización al Gobierno para el establecimiento de un convenio para la financiación del metro ligero de Las Palmas de Gran Canaria.

La disposición adicional vigésima segunda determina una autorización al Gobierno para realizar las modificaciones de crédito necesarias, para dar cobertura a una inversión del Ayuntamiento de San Sebastián de La Gomera.

La disposición adicional vigésima quinta trata de transferencias financieras a los Ayuntamientos de Las Palmas y Santa Cruz en aplicación de la Ley del Estatuto de la Capitalidad Compartida.

Finalmente, la disposición transitoria séptima articula la posición en el Fondo Canario de Financiación Municipal de un Ayuntamiento que se ha constituido recientemente.

M) Navarra

Ley Foral 21/2008, de 31 diciembre, de Presupuestos Generales para 2009 (BOE núm. 58, de 9 de marzo). 

El Título IV de la Ley de Presupuestos navarra trata de las entidades locales. Cuenta con tres preceptos, uno referido a las subvenciones y beneficios para inversiones de las Agrupaciones Tradicionales (artículo 19); otro al fomento de los procesos de reestructuración administrativa, para apoyar a las entidades locales que procedan a la agrupación de sus servicios (artículo 20); y un último artículo relativo al Consorcio para el tratamiento de residuos sólidos urbanos de Navarra (artículo 21).

Fuera ya del articulado ordinario, la Disposición Adicional quinta regula la concesión de anticipos y aplazamientos a los Ayuntamientos y Concejos. Y son las Disposiciones Adicionales sexta, séptima y vigésima cuarta las que enganchan el Presupuesto de 2009 con el Fondo de Participación de las Entidades Locales y el Plan de Infraestructuras Locales.

La Disposición Adicional vigésima tercera introduce una modificación de un aspecto concreto de la Ley Foral 16/2008, de 24 de octubre, del Plan de Inversiones Locales para el período 2009-2012 y la vigésima quinta adopta medidas relativas a la gestión del Fondo estatal de Inversión local creado por Real Decreto-ley 9/2008, de 28 de noviembre (comentado en el informe anterior de este seminario).

Ley Foral 22/2008, de 31 diciembre, de modificación de diversos impuestos (BOE núm. 58, de 9 de marzo). 

A diferencia de lo que sucede en la normativa común, la Comunidad Foral de Navarra sí actualiza las tarifas mínimas del Impuesto sobre Vehículos de Tracción Mecánica de los ayuntamientos navarros, que se sitúan en más de un 18% por encima de las de territorio común. En la Ley hay otras disposiciones menores referidas a las haciendas locales navarras.

N) Extremadura

Ley 5/2008, de 26 diciembre, de Presupuestos Generales para 2009 (BOE núm. 16, de 19 de enero).

El Título V de la Ley de Presupuestos trata de las Relaciones económico-presupuestarias con las corporaciones locales. Comienza con un artículo (el 44), que lleva por rúbrica Transferencias a las Corporaciones locales, aunque recae únicamente sobre los anticipos que se les pueden conceder. Son los artículos siguientes los que se ocupan del Fondo Regional de Cooperación Municipal, destinado en su totalidad por las Entidades Locales a las finalidades previstas en los presupuestos municipales, que para el ejercicio 2009 tendrá una dotación de 37.160.000 euros. El Consejo de Gobierno de la Junta de Extremadura podrá determinar en el primer trimestre de cada ejercicio, mediante Decreto, y a propuesta conjunta de las Consejerías de Agricultura y Desarrollo Rural y de Administración Pública y Hacienda, la afectación a fines concretos de las cantidades integrantes del citado Fondo.

Los criterios de distribución del Fondo figuran en el artículo 46, cuyo texto se reproduce a continuación:

“Uno. La participación de cada municipio y entidad local menor de la Comunidad Autónoma en el Fondo Regional de Cooperación Municipal será la suma resultante de los siguientes conceptos:

a) Una cantidad fija de 17.000 euros, por cada municipio o entidad local menor.

b) La cantidad que resulte de distribuir proporcionalmente al número de habitantes del respectivo municipio o entidad local menor, la diferencia entre el total del crédito presupuestario y la suma de las participaciones del apartado a). A estos efectos, no se computarán los habitantes de las entidades locales menores en la población del municipio al que pertenezcan.”

Se establece alguna regla adicional de gestión.

Finalmente, la Disposición adicional decimoquinta hace referencia a la generación de créditos al Plan Urgente de Empleo Local. Se señala que durante el primer trimestre de 2009 el Consejo de Gobierno, a propuesta de la Consejería competente en materia de Hacienda, generará en el estado de gastos los créditos necesarios para cofinanciar junto a otras entidades un plan urgente de empleo local por importe de hasta 24 millones de euros mediante bajas en otros créditos o remanentes de tesorería.

Ley 2/2009, de 2 de marzo, para la puesta en marcha de un Plan Extraordinario de Apoyo al Empleo Local (BOE núm. 67, de 19 de marzo)

Mediante esta ley se articula un Plan destinado a financiar la contratación de personas desempleadas para la ejecución de servicios públicos de competencia municipal en cuya gestión se les da participación, entre otras entidades, a las dos diputaciones y a los ayuntamientos.

Q) Castilla y León

Ley 18/2008, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales para 2009 (BOE núm. 37, de 12 de febrero  

El Título V de esta Ley lleva por rúbrica “De la Cooperación con las entidades locales”. La cooperación económica de la Comunidad de Castilla y León con las entidades locales comprendidas en su territorio se realiza a través del Plan de Cooperación Local, que figura como anexo de esta Ley. El Plan de Cooperación Local está constituido por el Fondo de Cooperación Local, el Fondo de Apoyo Municipal, los créditos del Pacto Local y el conjunto de transferencias corrientes y de capital de carácter sectorial que, destinadas a las entidades locales de Castilla y León, figuran con tal carácter o denominación en esta Ley. La gestión de los créditos de cooperación local de todas las Secciones se efectuará en los términos que dispongan las consejerías.

A partir de aquí, los artículos 26 a 28 singularizan reglas para el Fondo de Apoyo Municipal, el Fondo de Cooperación Local y los convenios de colaboración con las entidades locales.

Respecto del Fondo de Apoyo Municipal, se prevé que el titular de la Consejería de Interior y Justicia, previo informe de la Federación Regional de Municipios y Provincias, apruebe la distribución de los créditos del mismo. Aprobada la distribución, se libraría trimestralmente el importe que corresponda a cada municipio.

En cuanto al Fondo de Cooperación Local, el artículo 27 dispone que se estructura en las siguientes líneas de actuación:

-Fondo para inversiones de municipios mayores de veinte mil habitantes.

-Fondo territorializado, destinado a las diputaciones provinciales, para inversiones en municipios menores de veinte mil habitantes.

-Fondo para inversiones de mancomunidades municipales y demás entidades locales que agrupen varios municipios.

-Fondo para inversiones de entidades locales incluidas en zonas de acción especial.

-Fondo para inversiones complementarias de las entidades locales de la Comunidad de Castilla y León.

-Fondo para entidades locales con tratamiento preferencial por el alcance supramunicipal de sus servicios.

Fuera ya del articulado ordinario, la Disposición Adicional séptima habla de un Pacto Local, y señala que en el marco de ese Pacto y para articular su desarrollo, se autoriza a la Consejería de Hacienda a realizar en el Presupuesto de la Comunidad Autónoma las adaptaciones que sean necesarias para transferir a las entidades locales las partidas y cuantías que correspondan en los procesos de traspaso y delegación de competencias, siempre que las adaptaciones queden expresamente determinadas en los correspondientes acuerdos. De no quedar determinadas, correspondería a la Junta de Castilla y León, a propuesta de la Consejería de Hacienda, la aprobación de las transferencias de crédito correspondientes.

La Disposición Adicional octava trata del llamado Fondo de Compensación Regional, que, para el período 2007-2013, tiene una dotación de 550.000.000 de euros. Durante el ejercicio 2009 los créditos destinados a este Fondo alcanzan la cifra de 75.000.000 de euros. Estos créditos se destinarán a financiar los gastos de inversión que se autoricen en el marco del Plan Plurianual de Convergencia Interior. A este Plan Plurianual se refiere la Disposición Adicional novena. 

II) NOVEDADES JURISPRUDENCIALES

Habida cuenta de que el volumen de material legislativo de este informe es notable, la reseña jurisprudencial se contraerá al repaso de sentencias del Tribunal Supremo y del Tribunal Superior de Justicia de Aragón.

1. Tribunal Supremo 

Las sentencias que se ofrecen a continuación se corresponden con las dictadas entre junio de 2008 y febrero de 2009.

Siguiendo el orden de la propia Ley de Haciendas Locales, comenzaremos haciendo referencia a las cuestiones propias de las tasas. Así, la sentencia de 19 de junio de 2008 (RJ 3262, NR 1841/2006) estima el recurso de casación interpuesto en relación con la legalidad de una Ordenanza Fiscal reguladora de las tasas por utilización del dominio público (Ayuntamiento de Oviedo). En concreto se cuestionaba la tarifa aplicable al vallado de los solares con ocasión de obras de edificación, por haber fijado un único tipo de gravamen para toda la ciudad, sin distinguir en función de las categorías de calle. Se estima el recurso por ese motivo, teniendo en cuenta el reconocimiento de la existencia de distintos valores y rentabilidad de la ocupación en función de la categoría de la calle en la que tiene lugar el aprovechamiento y también por la aplicación de coeficientes extraños al cálculo del valor de la utilidad. También recae sobre tasas de esta naturaleza la sentencia de 25 de febrero de 2009 (NR 5517/2006). Se trataba de tasas exigidas a vendedores ambulantes en mercados semanales, etc., dándose la circunstancia de que se bonificaba la tasa a los vendedores residentes en el municipio o en la comarca. La bonificación fue anulada por el TSJ y esa anulación es lo que recurrió el colectivo de comerciantes, no obteniendo éxito. Al entender del Tribunal Supremo, la cuantificación de la tasa debe atender exclusivamente a la idea de mercado.

Las siguientes sentencias que se comentan se refieren ya a tasas por prestación de servicios o actividades. Varias sentencias tratan de las tasas por inserción de anuncios en los diarios oficiales de las provincias, en concreto de la provincia de Málaga, siendo sujeto pasivo la Agencia Estatal de la Administración Tributaria. Es el caso de dos sentencias de 11 de diciembre de 2008 (NR 249 y 297/2004). Se discutía el alcance de la Ordenanza Fiscal, que se extendía a todos los anuncios insertados sin distinción. Se rechaza el recurso deducido por la Diputación, sobre la base de ciertas consideraciones generales referidas a la realización del hecho imponible. En cualquier caso, obsérvese que en la actualidad rige una norma de rango legal que fija el hecho imponible, los supuestos de no sujeción y las exenciones de esta tipología de tasas. La sentencia de 5 de febrero de 2009 (NR 2583/2006) trata de la Ordenanza Fiscal de una Entidad Metropolitana reguladora de tasa por adquisición de licencias de autotaxis. El Tribunal Supremo confirma la legalidad de la tasa, siguiendo el criterio del TSJ, contrario, a su vez, al del Juzgado. El sentido de esta tasa, cuya denominación es muy deficiente, es en realidad financiar los gastos en general de los servicios que presta el Instituto Metropolitano del Taxi, no sólo los de tramitación de la transmisión. No hay obstáculo legal para que una tasa se establezca para un conjunto, incluso residual, de prestación de servicios o actividades que afectan a un concreto grupo de beneficiados, en este caso, los titulares de licencia. El problema estriba en que en principio debería hacerse recaer sobre los que utilizan estos servicios en cada ejercicio, y en cambio se exacciona a los nuevos titulares de licencia de cada ejercicio. Pues bien, ésta es una técnica admisible por razones de eficacia recaudatoria, a manera de cuota de entrada o de acceso y no infringe el principio de igualdad, dado que a todos se les exigió del mismo modo. También se discutía el distinto importe exigible a las transmisiones inter vivos y mortis causa y entre parientes y extraños, si bien no se entra en el fondo del asunto. 

La última sentencia sobre tasas que pasamos a comentar es una de fecha 18 de febrero de 2009 (NR 3982/2005). Trata de la tasa por la prestación del servicio de aducción y distribución de agua procedente de pozos exigida por un Ayuntamiento de la Comunidad de Madrid que se decidió implantar cuando recibió la cesión de las redes de agua de dos Urbanizaciones. La recurrente afirma que las instalaciones siguen siendo de titularidad de la propia comunidad de propietarios y que es dicha comunidad la que sigue prestando el servicio.  No se acepta el razonamiento de la recurrente, dado que la normativa obliga a entender que las infraestructuras controvertidas fueron entregadas a la Administración en su día.

En segundo lugar, haré referencia a las contribuciones especiales.

De ellas trata la sentencia de 30 de diciembre de 2008 (NR 366/2004). El Tribunal Supremo dará la razón al Ayuntamiento, casando y anulando la sentencia del TSJ de Madrid, que había sido favorable al contribuyente. Las obras por las que se habían girado contribuciones eran de rehabilitación integral de un polígono industrial, realizadas con el fin de subsanar los deficientes servicios urbanísticos en el asfaltado de las calles, instalación de una nueva red de alumbrado  eléctrico y realización de la red de saneamiento. Para el Tribunal Supremo existe un beneficio para los titulares de las parcelas ubicadas en el polígono, considerando que dichas obras suponían mejora de los servicios preexistentes, suponiendo una mejora cualitativa y no meramente cualitativa, pero que ha producido un mayor valor de las fincas afectadas. 

Las siguientes sentencias tratan de impuestos municipales.

La sentencia de 10 de junio de 2008 (RJ 3496, NR 4785/2002) trata de la sujeción al Impuesto sobre Bienes Inmuebles de presas, saltos de aguas y centrales hidroeléctricas, desestimando el recurso deducido por los Ayuntamientos y dando razón al contribuyente (Administración General del Estado e Iberdrola), confirmando la no sujeción del embalse propiamente dicho. El Tribunal Supremo se limita a reproducir la doctrina que viene sentando desde hace años. La sentencia de 12 de octubre de 2008 (RJ 5833; NR 35/2006) declara no haber lugar al recurso interpuesto por la Asociación Española de la Industria Eléctrica contra el Real Decreto 417/2006, de 7 de abril, por el que se desarrolla el Texto Refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario. En concreto se alegaba la inconstitucionalidad (por vulnerar el principio de igualdad) y también extralimitación reglamentaria en la regulación de los bienes inmuebles de características especiales (BICES), lo que es rechazado por el Alto Tribunal. La sala teje las relaciones del caso de autos con las diversas sentencias que sobre esta materia se fueron dictando durante 2007. En lo que se refiere al principio de igualdad, resalta que existe un fundamento objetivo y razonable por existir situaciones diversas que justifican la desigualdad. La sentencia de 24 de enero de 2009 (NR 1900/2004) trata del recurso formulado contra ciertos preceptos de la Ordenanza Fiscal del Ayuntamiento de Barcelona, en la transición subsiguiente a la reforma operada a finales de 2002. Téngase en cuenta que se prolongó el plazo para publicar las ordenanzas fiscales de 2003, lo que en casos como el IBI provocaría un cierto efecto retroactivo. El precepto impugnado establecía el régimen de exenciones que resulta de la entrada en vigor y eficacia de la normativa legal reformada. Dice el Alto Tribunal que la Ordenanza Fiscal no altera las condiciones para el otorgamiento de las exenciones legalmente creadas, no pudiendo reputar ilegal un precepto que se limita a establecer el momento a partir del cual pueden gozar de las exenciones rogadas los contribuyentes (ejercicio siguiente al de la solicitud). La recurrente reprochaba que quienes con fecha 1 de enero de 2003 gozaban de la exención del IBI, verían anulado el derecho a ese disfrute, lo que no comparte el Supremo, en la idea de que entre en vigor la Ordenanza en enero o en marzo de 2003, se está refiriendo a nuevas peticiones y en ningún momento a exenciones en vigor en el momento de su aprobación. 

Pasando al Impuesto sobre Actividades Económicas, la sentencia de 27 de junio de 2008 (RJ 3288; NR 395/2004) estima el recurso de casación para la unificación de doctrina interpuesto por un Ayuntamiento, reconociendo el derecho que asiste a la Corporación actora para que por la Administración General del Estado se valore su solicitud de compensación y, en su caso, se le abona la cantidad correspondiente. La compensación que se buscaba lo era por las cantidades dejadas de percibir por minoraciones de cuotas del impuesto por paradas o reducción programada en la producción de energía eléctrica correspondientes al período 1992-1995. La Administración del Estado había apreciado insuficiencias en la documentación presentada, pero no requirió al Ayuntamiento para que subsanase los defectos existentes. Por su parte, la sentencia de 15 de julio de 2008 (RJ 4416; NR 432/2007) desestima el recurso interpuesto por el Consejo General de Colegios de Agentes Comerciales de España, considerando que no se producía ultra vires en el número 4 de la regla 4.ª de la Instrucción contenida en el Anexo del Real Decreto Legislativo 1175/1990, de 28 de septiembre (“el hecho de figurar inscrito en el censo o matrícula o de abonar el impuesto sobre el IAE no legitima el ejercicio de la actividad, si para ello se exige en las disposiciones vigentes el cumplimiento de otros requisitos”). Entendía la actora que dicha norma desvinculaba la inscripción en la matrícula del impuesto de los requisitos exigidos para el ejercicio de la actividad. Para el Tribunal Supremo no se exceden los límites de la delegación. También trata de este impuesto la sentencia de 4 de febrero de 2009 (NR 6006/2003). El problema se plantea por la fijación de tres categorías distintas a tres tramos de la misma calle, imputando al contribuyente (un hipermercado) el tramo más alto. El caso es que en el expediente no constaba la razón de ese diferente tratamiento; no figuraban precedentes que avalasen esa división en el tratamiento de las calles; no había informe técnico, ni explicación lógica.

La sentencia de 3 de octubre de 2008 (RJ 5615; NR 76/2006) trata del Impuesto sobre el Incremento del Valor de los Terrenos. El caso arranca de que un Juzgado ordenó minorar el valor catastral, sustrato de la base imponible, en el importe de ciertas inversiones efectuadas a lo largo del período de generación de la plusvalía (gastos de urbanización). Se desestima el recurso de casación en interés de ley por razones procesales: se considera un criterio aislado, no susceptible de generalización (se aporta al respecto el criterio mayoritario, en sentido contrario, de otros Juzgados de la zona).

También se abordan cuestiones relativas a la participación en los ingresos del Estado. Mediante sentencia de 19 de junio de 2008 (RJ 3261; NR 8497/2002) se desestima el recurso formulado por un Ayuntamiento catalán que reprocha a la legislación de hacienda local la no actualización anual del padrón a los efectos del elemento población (sino quinquenal), lo que juzgaba contrario al principio de autonomía financiera y, por ende, inconstitucional. El Alto Tribunal rechaza plantear cuestión de inconstitucionalidad.

Finalmente, algún apunte relativo a las propias obligaciones fiscales de las entidades locales. Un grupo de sentencias desestiman las reclamaciones interpuestas por numerosos Ayuntamientos de la Comunidad de Madrid contra la exacción de la tasa autonómica por cobertura del servicio de prevención y extinción de incendios y salvamentos a los Ayuntamientos que no habían asumido directamente la prestación del servicio [cfr. sentencias de 18 de septiembre de 2008 (RJ 7099; NR 4539/2007); 12 de diciembre de 2008 (NR 5144/2007), etc.]. 

Aparte de todo ello, se han publicado en el BOE sendas providencias dictadas por la Sala Tercera del Tribunal Supremo por las que se admiten a trámite cuestiones de ilegalidad planteadas por el TSJ de Cataluña, sobre los epígrafes 861.1 y 861.2 del Anexo de las Disposiciones del Real Decreto Legislativo 1175/1990, de 28 de septiembre, por el que se aprueban las tarifas y la instrucción del IAE en lo que se refiere a la cuota estatal aplicable por el IAE en los arrendamientos urbanos (BOE núm. 34, de 9 de febrero).

2. Tribunales Superiores de Justicia

Como se ha explicado, me limito a reseñar doctrina del TSJ de Aragón.

J) Aragón

La reseña de sentencias de nuestro TSJ alcanza hasta el mes de octubre de 2008.

Comenzamos con la sentencia de 27 de octubre de 2008 (NR 254/2006), que trata de las contribuciones exigidas por el Ayuntamiento de Zuera para financiar obras de urbanización en Las Lomas de Gállego. El recurso será desestimado. Se discutía fundamentalmente el reparto. El caso es que el TSJ valora de manera muy positiva la fórmula de reparto empleada, sobre la base de dos módulos de reparto: el coste de la mejora de redes de servicio se repercute con arreglo a superficie; el relativo a pavimentación de los viarios, encintado de aceras y alcorques se repercute con arreglo a metros lineales de fachada.

Los casos comentados a continuación versan de manera indirecta sobre el IBI. La sentencia de 3 de septiembre de 2008 (NR 390/2003) trata de cuestiones procedimentales ligadas a la titularidad catastral de una parcela a favor del Ayuntamiento o de una empresa privada. Otra sentencia también de 3 de septiembre de 2008 (NR 393/2004) recae sobre la fijación del valor catastral de unas viviendas de protección oficial, que, al entender de la recurrente, debía ser minorado, quedando casi en la mitad, dado que ese sería el resultado de aplicar al coeficiente RM (de relación al mercado) el 0,5% de la suma de los precios máximos de venta de las fincas. No se acepta la reclamación, en la idea de que lo que no se podía superar era el monto de los precios máximos de venta. Se hace constar que la normativa vigente sobre el caso de autos había desmontado anteriores correcciones que afectaban precisamente a esta clase de viviendas.

Las sentencias de 23 de junio de 2008 (JUR 2009 17254; NR 188/2006) y 30 de junio de 2008 (JT 1329; NR 242/2006) tratan del impuesto de construcciones que se le giró por parte del Ayuntamiento de Huesca a la Comunidad Autónoma de Aragón, con motivo de la construcción de varios aularios de Educación infantil y primaria en colegios públicos. El TSJ estima parcialmente las reclamaciones. Parte el TSJ del reconocimiento de la plena sujeción y no exención de este hecho imponible al ICIO. La sala refresca el sentido de un artículo como el 80 de la Ley de Bases de Régimen Local, en cuanto previene que “Los bienes comunales y demás bienes de dominio público son inalienables, inembargables e imprescriptibles y no están sujetos a tributo alguno”, desacreditando cualquier efecto que se pueda pretender de esto último en contra de la sujeción o no exención a algún tributo. Rechaza asimismo que la Comunidad Autónoma pretenda quedar excluida del concepto “dueño de la obra”. Pero se le da razón en cuanto a la bonificación que por razones de interés general vario puede establecerse por Ordenanza y que se encuentra de hecho fijada por el Ayuntamiento titular de la exacción, en los términos exactos marcados por la Ley de Haciendas Locales (para obras declaradas de especial interés o utilidad municipal por concurrir circunstancias sociales, medioambientales, culturales, histórico-artísticas o de fomento del empleo). En el caso concreto, el Pleno del Ayuntamiento no concedió la bonificación. Pues bien, al entender del TSJ faltó motivación en aquella decisión, aclarando acertadamente que puede ser discrecional el reconocimiento de la bonificación en la Ordenanza, pero una vez establecida no es discrecional su concesión, sino que depende de que se cumplan los presupuestos que determinan su concesión, lo que es muy difícil de refutar tratándose de la obra que se trata. Se agravaba la situación para el Ayuntamiento a la vista de precedentes anteriores análogos en los que se había concedido la bonificación. 

Finalmente, la sentencia de 17 de octubre de 2008 (NR 216/2007) trata del Impuesto sobre el Incremento del Valor de los Terrenos. Se desestima la pretensión de una comunidad de regantes, transmitente de una finca por expropiación. Se discute, entre otras cuestiones, la fecha de la transmisión. El caso es que la Administración expropiante (a la sazón, la exactora del impuesto) había ocupado los terrenos por la vía de hecho, siendo abocada luego a iniciar un procedimiento expropiatorio. A los efectos tributarios, la fecha relevante es la de la transmisión formal, con motivo del pago del justiprecio en el acta de ocupación y pago.
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